




 

 

Señor 

JUZGADO DECIMO CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 
 

REF: EJECUTIVO 
DTE: FINANCIERA COMULTRASAN 

DDO: OMAR GIRALDO GOMEZ 
RAD: 201800114 
 

Respetado Señor Juez:  

GIME ALEXANDER RODRIGUEZ, de condiciones civiles  conocidas dentro del 
proceso de la referencia, por medio del presente me permito interponer de 

conformidad con el artículo 318 del CGP  Recurso de reposición  contra el auto 
de fecha 13 de noviembre de 2020 y publicado por estado el día 17 de 

noviembre de 2020, el cual decretar la terminación por desistimiento tácito.   
 
FUNDAMENTO JURIDICO DEL RECURSO  

 
El debido proceso constituye un derecho fundamental de obligatorio 

cumplimiento para las actuaciones  judiciales, para la defensa de los derechos 
de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias 
del respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las 

actuaciones de las autoridades públicas y el agotamiento de las etapas 
previamente determinadas por el ordenamiento jurídico. Por ello los 
ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar del máximo de garantías 

jurídicas en relación con las actuaciones administrativas y judiciales 
encaminadas a la observancia del debido proceso 

 
 
El espíritu del legislador al fundamentar la terminación anormal del proceso 

en virtud del artículo 317 del C.G.P, el cual reglamenta el desistimiento tácito, 
tiene como finalidad sancionar a las partes y abogados morosos y 
desinteresados que abandonen los procesos en las oficinas de los juzgados, 

teniendo en cuenta que este tipo de conducta por parte de los profesionales 
del derecho (morosos) contribuye de cierta manera con la descongestión de la 

administración de la justicia y obstaculiza el adecuado funcionamiento del 
aparato judicial. 
 

En el caso que nos ocupa, su despacho decreta la terminación del proceso por 
desistimiento tácito, teniendo como argumentos que desde el día 27 de julio 

de 2018 se nombró curador y su despacho procedió a enviar la designación 
por la empresa 472 e indica que desde esa fecha el expediente ha permanecido 
inactivo, cumpliendo así con lo establecido en el artículo 317 del CGP. 

 
Ahora bien, me permito indicarle al despacho que el día 9 de noviembre de 
2020, se radico memorial solicitando que se relevara y nombrara nuevo 

curador, interrumpiendo así el termino para decretar el desistimiento tácito, 
toda vez que con la petición radicada, la carga procesal se encuentra en manos 

del juzgado y no del suscrito. 
 



 

 

De igual manera me permito indica, que con el nombramiento realizado en 
2018, el juez en virtud del numeral 1 del artículo 42 del código general del 

proceso debe: 
 
“1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, 
adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del 
proceso y procurar la mayor economía procesal.” 
 
El despacho, podía y debía realizar los actos necesarios para requerir al 
curador designado para que se notificara, toda vez que fue el despacho quien 

impartió la orden de nombramiento y es quien conoce los datos para la 
ubicación del mismo, siendo así imposible que el despacho traslade la carga 
procesal a manos del suscrito. 

 
El numeral 7 del artículo 48 del código general del proceso consagra que “La 
designación del curador ad lítem recaerá en un abogado que ejerza 
habitualmente la profesión, quien desempeñará el cargo en forma gratuita como 
defensor de oficio. El nombramiento es de forzosa aceptación, salvo que el 
designado acredite estar actuando en más de cinco (5) procesos como defensor 
de oficio. En consecuencia, el designado deberá concurrir inmediatamente 

a asumir el cargo, so pena de las sanciones disciplinarias a que hubiere 
lugar, para lo cual se compulsarán copias a la autoridad competente.” 

Negrita fuera de texto. 

 
Entendiendo con esto que la autoridad competente y encargada para hacer 

valer y respetar el nombramiento realizado, es su despacho, razón por la cual 
debió proceder a aplicar los correctivos para el caso en concreto. 
 

 
A su vez el numeral 2 del artículo 49 indica que “El cargo de auxiliar de la 
justicia es de obligatoria aceptación para quienes estén inscritos en la lista 
oficial. Siempre que el auxiliar designado no acepte el cargo dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la comunicación de su nombramiento, se excuse de prestar 
el servicio, no concurra a la diligencia, no cumpla el encargo en el término 
otorgado, o incurra en causal de exclusión de la lista, será relevado 

inmediatamente. “Negrita fuera de texto. 
 
 

Reafirmando con esto, que la carga procesal se encuentra en manos y 
corresponde única y exclusivamente a su despacho y fue impulsada el día 9 
de noviembre de 2020, por tal motivo tenemos que existe una carga procesal 

en cabeza del despacho que no ha sido cumplida y en ese orden de ideas se 
aprecia que el expediente no se encontraba inactivo en la secretaria del 

despacho. 
 
Entonces tenemos que deben existir dentro del proceso un requisito 

sustancial   necesario para la aplicación de esta institución, entre ellos 
necesariamente que no exista actuación o acto pendiente  a cargo del juzgado, 

como por ejemplo emplazar al demandado, dictar sentencia, otorgar los 
traslados que correspondan, pronunciarse de las solicitudes realizadas por las 
partes, para efectos que la norma sea aplicada conforme el espíritu del 

legislador que a punta y busca sancionar al ejecutante negligente, de manera 



 

 

que la carga procesal  o acto debe estar imputado a la parte que haya 
promovido la actuación , y no cuando dicha carga o actuación sea 

condicionada y dependa de las  actuaciones que deben emitir oportunamente 
los funcionarios judiciales (despacho) 
 

 

En este orden de ideas,  se ha demostrado que el proceso no ha permanecido inactivo 

en la secretaria por desidia del ejecutante, sino que la carga procesal recae en el 

despacho  que es quien debe tramitar las peticiones realizadas por las partes dentro de 

una Litis. 

 

Cabe  advertir que las providencias ilegales no tienen ejecutoria por ser decisiones 

que pugnan con el ordenamiento jurídico, y no atan al juez ni a las partes. En ese orden 

de ideas, se reitera lo dicho por Corte Constitucional que ha sostenido  el criterio de 

que los autos ejecutoriados,  que se enmarcan en la evidente o palmaria ilegalidad, no 

se constituyen en ley del proceso ni hacen tránsito a cosa juzgada, de manera  que  el 

error judicial no puede atar al juez para continuar cometiéndolos. 
 

 

Por todo lo anterior solicito se sirva: 
 

1. Revocar el auto de fecha 13 de noviembre de 2020. 
2. Designar nuevo curador. 

 
 

 
 
 
Atentamente              
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